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I. INTRODUCCIÓN

En los sistemas federales existe por definición un grado relevante de des-
centralización política, en virtud de la cual las entidades que forman par-
te del arreglo federal gozan de autonomía para tomar decisiones de go-
bierno en el ámbito de las competencias que define la Constitución
general. Así, la descentralización del poder es esencial para entender la
forma federal de Estado, bajo la cual viven en la actualidad 25 países en
el mundo.1

Sin embargo, los sistemas federales son bastante más que un simple
régimen de descentralización. La ingeniería constitucional y legal de los
Estados federales modernos combina fórmulas de descentralización con
mecanismos de armonización, unificación y colaboración diversos, lo
cual genera un entramado institucional mucho más complejo de lo que la
sola idea de descentralización podría producir.

En el presente ensayo, nos proponemos profundizar en conceptos co-
mo el de armonización, unificación y colaboración, mismos que, al con-
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jugarse con el de descentralización, explican la realidad de la forma fe-
deral de Estado en el mundo moderno.

II. ARMONIZACIÓN, UNIFICACIÓN Y COLABORACIÓN

Por definición, en los sistemas federales existe una pluralidad de orde-
namientos normativos. Esta situación crea la posibilidad de disparidades
horizontales entre los distintos ordenamientos, ya que en la elaboración
de sus respectivas normas, cada unidad territorial del sistema federal ha de
tomar en cuenta sus propias tradiciones, circunstancias y necesidades.
Como éstas no necesariamente han de coincidir, es natural que surjan
disparidades en el tratamiento normativo que las entidades dan a las mis-
mas materias. El grado de diversidad podrá identificarse al hacer una
comparación de las distintas normas, materia por materia, de las que co-
rresponden constitucionalmente a la entidades federadas.2 A fin de cuen-
tas, la autonomía de las entidades componentes del sistema federal signi-
fica una garantía de la diversidad, dentro de una organización política
más amplia.

Sin embargo, el federalismo no solamente es garantía de diversidad,
sino que también lo es de la unidad de las partes en un todo. Como se ha
dicho ya tantas veces, en el federalismo conviven la necesidad de conser-
var identidades diversas, con la necesidad de integrar un todo unificado.3

De esta manera, así como han de existir materias en relación con las cua-
les los Estados miembros podrán decidir de manera autónoma el trata-
miento normativo que habrán de darles, de igual modo habrá otras mate-
rias respecto de las cuales convendrá desarrollar políticas comunes u
homogéneas, o bien tendrán que unir fuerzas, juntar recursos y volunta-
des, para enfrentar problemas que rebasan la capacidad de cada uno de
los entes en particular. Desde el punto de vista del derecho, estas cir-
cunstancias han llevado al desarrollo de técnicas de integración jurídica.

Como bien lo han señalado Cappelletti, Seccombe y Weiler, el con-
cepto de “integración” ha sido usado de manera ambigua en la literatura
jurídica, para comprender todo un espectro de actividades que incluyen
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desde la mera coordinación de la actividad legislativa entre los distintos
niveles de gobierno, hasta la unificación total o la fusión de los distin-
tos sistemas legales en un sistema unitario único. En opinión de estos au-
tores, al término “integración” atañe la cuestión relativa a la manera en
que varios elementos independientes se unen e interrelacionan para for-
mar un todo identificable.4

La integración normativa puede generar varias consecuencias positi-
vas. Por ejemplo, la estandarización de ciertas reglas, como la del deber
del automovilista de detenerse ante una luz roja del semáforo, puede pro-
ducir certeza en las interacciones sociales. Asimismo, la integración nor-
mativa puede tener como resultado un efecto de simplificación que faci-
lite el cumplimiento por parte de los destinatarios de las normas, con lo
cual se puede generar un impacto positivo en la eficacia del orden jurídi-
co. Sin embargo, la integración normativa difícilmente puede considerar-
se como un valor en sí misma. En los procesos de integración, los benefi-
cios de la unificación y de la armonización deben medirse en función de
otros intereses y valores.5

Para citar un ejemplo extremo, podría argumentarse que un sistema
político autoritario y centralizado podría alcanzar la integración total del
derecho en un Estado determinado, pero el costo a pagar sería muy alto
en términos de otros valores como el de la pluralidad, la democracia y la
autonomía de las regiones o entidades federativas.

Si de lo que se trata es de lograr algún grado de integración legal con-
servando el sistema federal y el régimen democrático, entonces la tarea
consistirá en desarrollar los compromisos necesarios para asegurar el
equilibrio deseado, reconciliando los distintos intereses en el proceso
mismo de integración de los diversos sistemas normativos.6

En cualquier circunstancia, hablar de integración normativa en un sis-
tema federal implica hacer referencia a los conceptos de armonización y
unificación del derecho. En otras palabras, los distintos instrumentos de
integración normativa que pueden encontrarse en el derecho comparado,
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tienden a alcanzar diversos grados de armonización o de unificación,
conceptos que se analizarán a continuación.

1. Armonización

En el contexto de un sistema federal, armonización puede entenderse
como el proceso por el cual el derecho local en una entidad determinada
se llega a asemejar al derecho de otras entidades federadas, al tiempo que
conserva su identidad propia como derecho local.7 Asimismo, pueden
distinguirse varios niveles de armonización. De esta manera, armoniza-
ción constitucional significaría el proceso por el cual las Constituciones
locales se llegan a asemejar unas a otras, conservando su identidad pro-
pia como Constituciones locales; mientras que la armonización legislati-
va vendría a ser el proceso por el cual las leyes locales en una materia
determinada se llegan a asemejar a las leyes de otras entidades federadas,
al tiempo que conservan su identidad propia como leyes locales. Por me-
dio de la armonización, las diversas leyes locales llegan a tener caracte-
rísticas comunes. Por su parte, la armonización jurisprudencial podría
considerarse como el proceso por el cual la interpretación judicial en un
Estado miembro se llega a asemejar a la interpretación judicial de otras
entidades federadas.

Ahora bien, esta “aproximación” de las normas y decisiones judiciales
locales puede ser voluntaria u obligatoria. Y puede alcanzarse a través
del empleo de diversos instrumentos, que van desde normas homogenei-
zadoras a nivel de la Constitución general, leyes marco y distintos meca-
nismos de coordinación legislativa controlados por la federación, hasta
códigos y leyes modelo, organismos de consulta y comunicación hori-
zontales o interestatales y convenios interestatales.
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1991, p. 702.



Por otro lado, debemos mencionar, como recuerda Pernice, que la
armonización es una cuestión de grado. ¿Qué grado de armonización nor-
mativa necesita un Estado federal en particular, sin amenazar la identidad
de las entidades federadas? No hay una respuesta general. En opinión de
este autor, “Mientras que la necesidad de cierta homogeneidad entre las
Constituciones integradas en un sistema federal parece ser ampliamente
aceptado, la armonización de la legislación de las entidades federadas
tiene que ser considerada en vista de la especificidad de cada área”.8

En el mismo sentido se pronuncia Leeborn, para quien la armoniza-
ción normativa no solamente es una cuestión de grado, sino también de
alcance. En efecto, la armonización implica un objetivo direccional cua-
litativo (hacer las normas más similares) y un grado en el cual ese objeti-
vo ha de ser perseguido, es decir, qué tan similares deben ser las normas
a través de la armonización. Este grado, asevera Leeborn, depende del
propósito de la armonización.9 Asimismo, la armonización plantea una
cuestión de alcance. Es decir, puede referirse a aspectos aislados de algu-
na materia, o puede referirse a toda una materia. Por ejemplo, en la mate-
ria ambiental, la armonización puede referirse solamente a hacer simila-
res las normas relativas a la regulación de cierto tipo de contaminantes, o
puede referirse a todos los contaminantes, o a todos los aspectos que en-
tran en la materia relativa al medio ambiente.10

Ahora bien, desde el punto de vista normativo, toda propuesta de ar-
monización se basa en la premisa de que las diferencias en las normas de
dos o más entidades federadas es inconveniente, y por tanto deben ser re-
ducidas. Así, la armonización se plantea como una respuesta a los pro-
blemas que surgen a partir de dichas diferencias.11 Una forma de reducir-
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“margen” de armonización. Esto significa que la unificación normativa, o la adopción de
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nes como lo son los potenciales problemas en el derecho. Fuera del contexto de un pro-
blema legal y sin una justificación previa, la armonización del derecho es ininteligible
como objetivo o como base para la reforma legal a pesar de su ostensible aplicación a
transacciones entre jurisdicciones distintas”. Boodman, op. cit., nota 7, p. 707.



las consistiría en asignar el poder de decisión a una autoridad política
común. No obstante, ésta es la vía de la federalización de las materias en
un Estado federal. Otro mecanismo para reducir dichas diferencias con-
siste en que las entidades federadas adopten normas similares, sin que
haya una autoridad política común que imponga esa similitud. Ésta es la
vía de la armonización.12

En su esfuerzo por construir un marco teórico conceptual que sirva para
entender la armonización normativa (entendida como resultado y como
proceso), el profesor David W. Leebron ha identificado cuatro tipos de ar-
monización, a saber: a) armonización de reglas específicas; b) la armoni-
zación de objetivos de políticas públicas; c) armonización de principios, y
d) armonización de instituciones y procedimientos. Asimismo, Leeborn
identifica varias razones que se suelen presentar como justificaciones de la
armonización normativa, entre otras, las siguientes: a) la ineficiencia y los
costos provocados por el desfase entre las normas de las distintas entida-
des federativas; b) la existencia de externalidades, entendidas como deci-
siones de política pública de una entidad federativa que afectan negativa-
mente a otra u otras entidades federativas; c) la existencia de filtraciones

de bienes o intercambios de o hacia alguna de las entidades federativas, en
violación de las normas de ésta que regulan a dichos bienes o intercambios
(haciendo ineficaz la expedición unilateral de tales normas); d) la genera-
ción de condiciones de competencia justa, al homogeneizar el marco regu-
latorio al que están sujetos competidores localizados en distintas entidades
federativas, y e) la generación de economías de escala, al permitir que un
productor se extienda a mercados ubicados fuera de la entidad federativa
en la que se encuentra localizado, sin tener que enfrentar marcos regulato-
rios diversos que le generen costos adicionales.13
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efecto negativo sobre la eficiencia del mercado. Boodman, op. cit., nota 7, pp. 714 y 715.



En todo proceso de armonización, hay motivos y razones en compe-
tencia que deben ser considerados. Por un lado, está el propósito de la ar-
monización, es decir, la definición de los problemas que se desea resol-
ver reduciendo en algún grado las diferencias entre las normas de las
distintas entidades federadas. Por otro lado, se encuentra la considera-
ción de las fuentes, las razones o motivos de las diferencias, así como su
legitimidad. Además, deben ser tenidos en cuenta los costos de la armo-
nización. En el esquema de Leebron, los costos de la armonización se
explican en términos de las restricciones que un régimen de armoniza-
ción puede llegar a imponer a quienes dentro de él se encuentran, en el
siguiente sentido: una vez que se llega a un acuerdo sobre las normas a
armonizar, es difícil hacerle cambios por parte de las distintas unidades
políticas. A su vez, esto puede generar cierta rigidez en cuanto a la capa-
cidad de respuesta de dichas unidades a las necesidades y demandas de
quienes se encuentran en su ámbito territorial.14

En suma, puede afirmarse que la armonización normativa no puede
ser evaluada exclusivamente en relación con los propósitos que se haya
fijado (en función de los problemas que tiende a resolver), sino que debe
considerar que la diferencia normativa tiene un valor y que las unidades
políticas debieron en su momento tener alguna razón para aprobar leyes
de contenido distinto para regular las mismas materias. Como indica
Leebron: “Si las diferencias tienen un valor además de legitimidad, en-
tonces las propuestas de armonización... deben tomar en cuenta ese valor
a efecto de determinar si la armonización debe ser buscada”.15

Por último, Leebron propone ciertos criterios para evaluar cualquier
propuesta de armonización normativa:

a) Debe entenderse primero la naturaleza de la propuesta de armoniza-
ción, en relación con los resultados que pretende obtener y así re-
solver cierta problemática derivada de la diferencia normativa entre
entidades federadas.

b) Debe después identificarse la base de la propuesta de armonización:
lo que es objetable o indebidamente costoso derivado de la existen-
cia de diferentes regímenes legales.

c) Debe entenderse las fuentes y el valor de las diferencias.
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d) Con todos estos elementos, podría determinarse que tipo de armo-
nización, en qué grado y extensión sería la más conveniente, y po-
dría definirse también si existe alguna alternativa mejor que la ar-
monización para alcanzar los objetivos trazados.16

En un sentido parecido, Boodman señala que un proyecto de armoni-
zación jurídica debe estar compuesto de cuatro elementos:

a) Los diversos elementos a ser armonizados.
b) La razón o problema a ser resuelto por medio de la armonización

(la determinación de si la diversidad es o no es problemática y có-
mo es que lo es).

c) El fin último de la armonización.
d) El método por el que este fin ha de ser alcanzado.17

Como puede observarse a partir de la revisión del pensamiento de los
autores citados, la armonización normativa, cualquiera que sea la moda-
lidad que ésta adopte, debe tomar en cuenta una serie de valores y ele-
mentos, a efecto de lograr un equilibrio entre los fines esperados con la
armonización y los valores que pueden preservarse por medio de la sub-
sistencia de algún grado de diversidad normativa.

2. Unificación

Desde el punto de vista legislativo, la unificación o federalización del
derecho puede entenderse como la transferencia de la facultad para legis-
lar en una materia determinada, de manos de las entidades federativas, a
las autoridades federales. Desde la perspectiva judicial, unificación o fe-
deralización consistiría en la transferencia de la facultad de establecer la
interpretación última y final sobre la ley local, desde los tribunales loca-
les hacia los tribunales federales.

Entendida así, la unificación conlleva un desplazamiento de la capaci-
dad de decisión que sobre una materia tienen las entidades federadas; en
contraste, la armonización voluntaria siempre deja abierta la posibilidad
de que estas últimas se retiren del régimen de armonización, si es que és-
te no responde a sus necesidades y demandas particulares.
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El caso de la armonización obligatoria, en contraste con la unifica-
ción, es distinto, en razón de que no deja espacio para que las entidades
se retiren del régimen de armonización establecido, por ejemplo, en la
Constitución general. Es decir, si en la Constitución se establece la regla
de que todas las entidades federativas deben tener un sistema de gobier-
no republicano y representativo, éstas deben tenerlo y no pueden consti-
tucionalmente separarse de dicho parámetro.

Las justificaciones de la unificación o federalización pueden asimilar-
se a las que líneas arriba hemos mencionado en relación con la armoni-
zación. En cualquier caso, tendrá que atenderse a las peculiaridades de
los problemas que se pretendan resolver, así como con las características
de la materia de que se trate. En México, por ejemplo, desde hace déca-
das han surgido propuestas de unificación de la legislación penal. Ya en
1940 el eminente penalista Raúl Carrancá y Trujillo criticaba la existen-
cia de una pluralidad de códigos penales, en los siguientes términos:

el delito no es un fenómeno que se localiza en un solo lugar geográfico; a
juzgar por sus efectos, el delito es como la ondulación en círculos concén-
tricos que produjo la piedra que al caer rompe la tersa superficie de un es-
tanque; así también el delito produce una repercusión social que se extien-
de, usando el vehículo de las modernas comunicaciones, de un confín al
otro del país y que aun traspasa las fronteras internacionales. El delincuen-
te, por su parte, no es un sujeto estático sino que es un ser vivo y activo,
que para eludir la acción de la justicia usa de todos los recursos que la vi-
da moderna le ofrece, recursos mecánicos y recursos de industria que la
humanidad ha ido construyendo para el progreso y que el delincuente des-
lealmente aprovecha para combatirla. Y si todo esto es así salta a la vista
la necesidad de que, dentro de una misma sociedad humana, los métodos e
instrumentos de la represión sean los mismos, las técnicas iguales. Se ex-
plica que ciertas legislaciones sean diversas, según las regiones; pero en lo
penal esto no es más que un absurdo.18

En este ejemplo, que alude a un debate todavía vivo en nuestro país, el
autor identifica una serie de características específicas en la materia pe-
nal, en la naturaleza del delito y en las posibilidades abiertas al delin-
cuente, que en su opinión justifican clausurar la diversidad normativa en
dicha materia, mediante su unificación o federalización. El objetivo se-
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ría, en su perspectiva, lograr condiciones que permitan un mejor y más
eficiente combate a la delincuencia.

Si dicho objetivo se alcanzaría mediante la unificación de la materia
penal es cuestión que puede debatirse. No es éste el lugar para entrar en
esa discusión. Nuestro punto es que, en tales debates, es difícil llegar a
un criterio general que permita decidir cuáles materias convendría fede-
ralizar o mantener federalizadas. Todo depende de la materia de que se
trate, de las capacidades políticas y administrativas del gobierno federal
y de las entidades federativas, de la tradición histórica y del propio senti-
do de identidad de las entidades federativas, entre otros factores.

3. Colaboración

Por último, debemos hacer referencia a la existencia de diversos prin-
cipios, reglas y mecanismos previstos por las Constituciones de los Esta-
dos federales, empleados como instrumentos para lograr cierta integra-
ción, y que pueden encuadrarse en el concepto de colaboración.

Como sugiere Sánchez Morón, la cohesión de todo Estado como uni-
dad política, depende de factores sociales, culturales y económicos, pero
también institucionales. Por “cohesión institucional” entiende este autor
el “conjunto de reglas, valores, principios y actitudes de las distintas ins-
tituciones públicas y de los diferentes niveles de gobierno y administra-
ción, relativas a sus relaciones recíprocas, que permitan un regular y or-
denado funcionamiento de todos ellos para la consecución de los fines
que constitucionalmente les están atribuidos”.19 Como es fácil imaginar,
este reto es aún mayor para los Estados compuestos o descentralizados,
de ahí la gran importancia de un sistema de relaciones jurídicas organiza-
tivas entre todos los niveles de gobierno, que los articule.20

Es por esta razón que la tendencia general en los Estados compuestos,
y en particular la de los Estados federales, sea la de transitar de esque-
mas dualistas de distribución rígida de competencias entre federación y
estados, a esquemas de colaboración, coordinación y cooperación.21 Sin
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embargo, este tránsito plantea un reto adicional, en virtud de que eleva el
grado de complejidad del sistema de relaciones intergubernamentales, lo
cual obliga a establecer un diseño institucional más intrincado y diverso,
a efecto de que la cohesión de todo el aparato público quede asegurada.

Ahora bien, el derecho comparado sugiere de manera clara que el eje
que permite asegurar la cohesión en los Estados compuestos, con siste-
mas de relaciones intergubernamentales crecientemente complejos, es el
principio de colaboración.

En efecto, en los Estados compuestos más sofisticados existentes en la
actualidad, es posible encontrar junto al esencial principio de autono-
mía,22 otro principio que en lugar de dar pie a la descentralización, persi-
gue la integración. Dicho principio es el de colaboración, que en los dis-
tintos Estados recibe nombres diferentes.23

De esta manera, en España, el Tribunal Constitucional ha determinado
que existe un deber general de colaboración “que no es menester justificar
en preceptos concretos” que se encuentra “implícito en la propia forma de
organización territorial del Estado que implanta la Constitución”.24

De manera por demás interesante, la doctrina española ha identificado
diversos contenidos en el principio general de colaboración. Por ejem-
plo, Menéndez Rexach ha afirmado que el deber general de colaboración
se concreta en otros más específicos, a saber: a) el respeto de las compe-
tencias ajenas; b) ponderación de la totalidad de los intereses públicos
implicados; c) deber de información; d) deber de cooperación y asisten-
cia activas.25 Los dos primeros significan una dimensión negativa, y los
segundos una dimensión positiva del deber general de colaboración. Asi-
mismo, indica Menéndez que dichos deberes específicos se concretan en
técnicas aún más específicas, como la comunicación de actos dictados y
acuerdos suscritos con otras entidades, emisión de informes, exhibición
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tituidos en compartimientos estancos perfectamente delimitados... Por el contrario, es
mucho más frecuente la tangencialidad, la compartición, la concurrencia o el entrecruza-
miento de las competencias”.

22 Utilizamos el término de “Estado compuesto” para referirnos a las distintas versio-
nes de formas de organización estatal descentralizadas, como lo puede ser el Estado fe-
deral, el Estado regional, o el Estado de las autonomías.

23 En Alemania, le llaman Bundestreue (o principio de fidelidad federal) y en los
Estados Unidos se le conoce con el nombre de federal comity.

24 STC 12/1982 de 4 de mayo, FJ 14.
25 Menéndez Rexach, Ángel, “La cooperación, ¿un concepto jurídico?, Documenta-

ción Administrativa, núm. 240, octubre-diciembre de 1994, p. 25.



de expedientes, creación de órganos comunes, cooperación económica,
técnica y administrativa, entre otros, y en la atribución de competencias
de cooperación a favor de determinadas entidades.26

Por su parte, en la República Federal Alemana, el Tribunal Constitucio-
nal Federal ha reconocido un principio constitucional no escrito denomi-
nado Bundestreue (fidelidad federal), el cual significa que los Länder y la
Federación tienen la obligación constitucional de cooperar en el fortaleci-
miento del régimen constitucional de alianza que les vincula, así como en
la custodia de los intereses legítimos de la Federación y de los estados.27

A mayor abundamiento, el contenido del principio de Bundestreue

implica que tanto la Federación como los estados deben adoptar un com-
portamiento leal en sus relaciones, y que se tengan en consideración en
sus actuaciones, de manera tal que el ejercicio de sus competencias esté
determinado por la mutua deferencia. Al decir de Montoro, desde el pun-
to de vista de la dogmática jurídica el principio deriva de la prohibición
genérica del abuso y arbitrariedad, y de la idea fundamental de la buena
fe. Todo esto significa, como consecuencia lógica, que el tipo de com-
portamiento que el principio de Bundestreue exige, impone limitaciones
a la conducta tanto de la Federación como de los estados alemanes.28

El principio de Bundestreue se erige entonces como un principio ge-
neral de derecho derivado de la propia estructura federal, que limita la
discrecionalidad de la Federación y de los estados en el ejercicio de su
competencias, tanto en el plano vertical como en el horizontal, en aras de
los intereses generales del todo.29 Ahora bien, la pregunta que debe con-
testarse a continuación es la siguiente: ¿en qué consisten los límites que
dicho principio importa?

La doctrina alemana se ha inclinado a pensar que los límites que esta-
blece el principio de la fidelidad federal deben aplicarse en caso de abu-
so de competencias, es decir, cuando del ejercicio de éstas resulten per-
juicios para los intereses del conjunto. Sin embargo, el problema de esta
formulación consiste en determinar cuáles son esos “intereses del con-
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26 Ibidem, p. 29.
27 Montoro Chiner, María Jesús, Convenios entre Federación y estados miembros en

la República Federal Alemana, Madrid, Tecnos, 1987, p. 31.
28 Ibidem, pp. 31 y 32.
29 Siguiendo a Bayer, Alberti Rovira dice que el ejercicio de las competencias de la

Federación y de los estados en el sistema federal constituye un poder discrecional. Alber-
ti Rovira, Enoch, Federalismo y cooperación en la República Federal Alemana, Madrid,
Centro de Estudios Constitucionales, 1986, p. 249.



junto”, “pero no es posible en cambio hacer a priori un catálogo cerrado
de los mismos, que deberán ser pues sacados a la luz caso por caso, en
un proceso de interpretación vía inducción”.30 Por cierto, esta elasticidad
del concepto de “intereses comunes” es parte de la problemática del prin-
cipio de fidelidad federal como categoría jurídica que sirva de parámetro
para ejercer el control de constitucionalidad.

El principal crítico del principio de fidelidad federal del sistema ale-
mán ha sido Konrad Hesse. Este connotado autor ha identificado una se-
rie de problemas en dicho concepto, del que derivan consecuencias nega-
tivas para el sistema federal y constitucional en su conjunto. El principal
de ellos consiste en que se trata de un concepto vago e indeterminado,
cuya utilización como medida de constitucionalidad o inconstitucionali-
dad puede en forma peligrosa hacer sustituir la voluntad del pueblo (ex-
presada en la Ley Fundamental) por la decisión del Tribunal. Como con-
cepto indeterminado, su aplicación requiere una interpretación a través
de juicios de valor, cuyo contenido en la mayoría de los casos es ne-
tamente político, “pues versan sobre conflictos federales que no pueden
resolverse a través de la aplicación de parámetros jurídico-constituciona-
les explícitos”.31 Decidir casos así, implica sustituir las decisiones que
corresponden a las instancias políticas con competencia en la materia co-
rrespondiente.32

Por ello, en segundo lugar, Hesse indica que la aplicación de este
principio no debe sustituir al derecho escrito, constitucional o no, que de
manera expresa establezca mandatos, obligaciones y deberes.33 Por ello
es que el propio Tribunal Constitucional federal ha considerado que el
principio de la Bundestreue debe ser aplicado con prudencia.34

Por último, en los Estados Unidos, la doctrina constitucional y la ju-
risprudencia han construido el concepto de comity como un principio que
debe regir las relaciones entre los distintos componentes de la Unión.35
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30 Idem.
31 Alberti Rovira, Federalismo y cooperación..., cit., nota 29, p. 257.
32 Se corre el peligro de una despolitización de las relaciones federales a través de una

excesiva juridificación de las mismas, apunta Alberti Rovira, op. cit., nota 29, p. 258.
33 Montoro, op. cit., nota 27, p. 33.
34 Añade Alberti Rovira: “Además, todo conflicto que pueda ser resuelto a través de

la aplicación de reglas escritas y seguras, no sólo hace innecesario el recurso a la BT, si-
no que impide, excluye su aplicación”. Op. cit., nota 29, p. 259.

35 Nowark, John E. y Rotunda, Roland D., Constitutional Law, Minnessota, West
Group, 2000, p. 355.



Dicho principio se ha derivado a partir de varias disposiciones de la
constitución de dicho país. Por ejemplo, el artículo IV establece como un
objetivo a alcanzar, el que “se fusionen en una nación un grupo de esta-
dos independientes y soberanos”. Asimismo, el principio se ha derivado
de la cláusula de entera fe y crédito, por el que los estados deben recono-
cer las leyes, registros y procedimentos judiciales de los demás estados
(artículo IV, sección 1 de la Constitución de los Estados Unidos). Inclu-
so esta cláusula da al Congreso federal la facultad de expedir leyes que
promuevan comity en estos aspectos entre los estados.36 Por su parte, la
cláusula 2 de la sección 2 del artículo IV establece el deber de los esta-
dos de entregar a los fugitivos de la justicia de los otros estados.

En suma, y viendo a futuro, creo que bien valdría la pena que la juris-
prudencia y la doctrina contribuyeran a la construcción de lo que en al-
gunos Estados se ha llamado el principio de fidelidad federal, como un
mecanismo de corrección que alivia las tensiones inherentes al Estado
federal, y obliga a cada parte a considerar el interés de las demás para
crear relaciones constructivas, amistosas y de colaboración.37

Ahora bien, en el caso de México, el carácter vertical de las relaciones
intergubernamentales se explica en buena medida por el esquema centra-
lizado de distribución de competencias que hemos tenido. Si la gran ma-
yoría de las materias (y muchas de las que mayor impacto tienen en la
vida cotidiana de los mexicanos), están en manos de la Federación, resul-
ta que el Congreso federal ha tenido la capacidad de definir en qué medi-
da y en qué términos han de participar las entidades federativas y los
municipios en la elaboración y ejecución de las políticas públicas respec-
tivas. Además, dada la centralización en materia de recursos fiscales, no
resulta viable ni práctico para las entidades federativas lanzarse a pro-
yectos comunes con otros Estados, con exclusión de la federación, pues-
to que esto les privaría de los recursos que la federación podría aportar al
proyecto. En la lógica de conseguir recursos, tanto financieros como téc-
nicos, les resulta indispensable dar entrada al gobierno federal, que por
sus recursos y peso específico, suele negociar y actuar con ventajas.
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36 Idem.
37 Asimismo, al ser reconocida por el Tribunal Constitucional se convierte en “una

especie de ética institucional objetivizada, de neto carácter jurídico, y no sólo político y
moral”. Alberti Rovira, Enoch, Federalismo y cooperación..., cit., nota 29, p. 247.



Por estos motivos, pensamos que en la medida en que empiece a darse
un proceso de descentralización que convierta materias ahora exclusivas
de la federación en materias de responsabilidad compartida con estados y
municipios; y en la medida en que se den pasos para una distribución
más equilibrada de los recursos fiscales en el país, se generarán las con-
diciones para potenciar las relaciones intergubernamentales de carácter
horizontal.

Por otro lado, no estaría de más revisar la fracción I del artículo 117
constitucional, que puede representar una limitación a la capacidad de las
entidades federativas de entablar relaciones de asociación para resolver
problemas comunes. Dicha disposición prohibe a los Estados “celebrar
alianza, tratado o coalición con otro Estado”. Viendo al futuro y para evi-
tar malos entendidos, pienso que es necesario aclarar, incluso a través de
una reforma al propio texto constitucional, que esta disposición no puede
ni debe interpretarse como una exclusión absoluta de todo tipo de acuerdo
entre Estados, sino que únicamente se refiere a alianzas políticas como las
que en el pasado atentaron contra la integridad de la República.

Por último, es preciso mencionar que no hay en el texto constitucional
mexicano algo así como un principio de colaboración o de lealtad federal
a la manera del principio de colaboración reconocido en el Estado com-
pusto español, del Bundestreue alemán, o el comity de los Estados Unidos,
que sirva como elemento de cohesión y respeto mutuo entre las partes que
componen el sistema federal mexicano. Pensamos que convendría incor-
porar un principio así en nuestro texto constitucional y en nuestra prácti-
ca federal, como un criterio al que pueda recurrir la Suprema Corte de
Justicia para resolver situaciones de conflicto.

La colaboración es necesaria en los Estados federales modernos, por
la naturaleza de los retos que tienen que enfrentar y los problemas que
deben resolver. Sin embargo, el empleo de instrumentos de colaboración
puede llegar a alterar la distribución constitucional de competencias. Si
dichos instrumentos están previstos en la Constitucion misma, no habrá
mayor problema, pero si no es el caso, estaríamos entonces ante proble-
mas de inconstitucionalidad.

III. CONCLUSIÓN

Los sistemas federales tienen el gran reto de lograr un equilibrio entre
las tendencias centrípetas y centrífugas que le dan vida y dinamismo. Di-
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cho equilibrio ha de ser distinto en cada caso, en razón de la diversidad
de tradiciones, costumbres, trayectoria histórica, características y necesi-
dades de los distintos países que han elegido adoptar la forma federal de
Estado. Asimismo, el equilibrio, si bien producto de acuerdos políticos,
ha de tener una expresión constitucional para lograr la estabilidad.

El diseño constitucional y legal de los sistemas federales puede recu-
rrir a distintos grados de descentralización, armonización, unificación y
colaboración para encontrar así su propio punto de equilibrio. Éste es el
eje que podría guiar la discusión sobre la reforma del sistema federal me-
xicano, en los umbrales del siglo XXI.
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